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México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno correspondiente al día dos de octubre de dos mil ocho.

Cotejó:

VISTOS Y RESULTANDO


PRIMERO. Por escrito presentado el doce de diciembre de dos mil siete, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Morelia, Michoacán, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, ********** y **********, los primeros siete respectivamente en su carácter de Presidente, Vicepresidente, Vicepresidente, Secretario, Subsecretario, Tesorero y Subtesorero, y las restantes cuatro personas como Vocales, del **********, demandaron el amparo y protección de la Justicia Federal contra actos del Congreso de la Unión, Presidente de la República y del Secretario de Gobernación, consistentes respectivamente en la aprobación, promulgación y refrendo del Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete.


En el proemio de la demanda también figuraron los nombres de las siguientes personas: **********, Diego **********, **********, **********, ********** y **********; quienes se ostentaron como Vocales de la persona moral quejosa, sin embargo, los mismos no estamparon su firma en el escrito respectivo. 


SEGUNDO. La parte quejosa narró los antecedentes del caso, señaló como preceptos constitucionales, entre otros, el 135 de la propia Norma Fundamental, y los conceptos de violación que estimó pertinentes, de los cuales se sintetiza el relacionado con este precepto:

Cuarto concepto de violación. Violación del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el proceso de aprobación, sanción, promulgación y refrendo de los actos reclamados, que origina la violación de las garantías individuales de audiencia, de seguridad jurídica y de legalidad, consagradas en los artículos 14 y 16 de la misma Constitución Política.
Dispone el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lo que a continuación se transcribe de manera textual:

“Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados.

El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso, harán el cómputo de los votos de las Legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas.”

De precepto constitucional que se acaba de transcribir y en especial de su segundo párrafo, se desprende que para que las reformas a adiciones a nuestra Constitución Política formen parte de ella, no solamente se requiere del voto favorable de las dos terceras partes de los individuos presentes en la correspondiente sesión del Congreso de la Unión, sino también, y en adición a lo anterior, del voto favorable de las dos terceras partes de las legislaturas de los Estados de la República.
Ahora bien, para que se pueda tener la certeza jurídica de que efectivamente la mayoría de las legislaturas de los Estados de la República aprobaron las reformas o adiciones de que se trate, deben cumplirse los siguientes requisitos de forma pero que atañen al fondo y a la esencia del Poder Reformador  de la Constitución. Esos requisitos son los siguientes:
1. Que el Congreso de la Unión haga el cómputo de los votos de las legislaturas;
2. Que el mismo Congreso haga una declaración formal de haber sido aprobadas las reformas o adiciones de que se trate por el voto mayoritario de las legislaturas de los Estados.
Ahora bien, de la simple lectura del decreto reclamado se advierte que en ninguna parte del texto respectivo consta el cómputo de los votos mayoritarios de las legislaturas de los Estados de la República y tampoco consta la correspondiente declaración de aprobación por el voto mayoritario de dichas legislaturas.

Tal y como se señaló con anterioridad, en principio, la falta de esos requisitos pudiera parecer una cuestión de forma pero en realidad atañe al fondo del presente asunto y representa una evidente violación a las garantías de audiencia, de seguridad jurídica y de legalidad consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en atención a que los destinatarios de los actos reclamados no cuentan con ningún elemento o información para poder determinar si efectivamente las trascendentales reformas a nuestro orden constitucional contenidas en los propios actos reclamados, deben formar parte de nuestra Ley Suprema por haber sido aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados de la República.
Sobre este particular, debe señalarse que no sería válido argumentar que el cumplimiento de esos requisitos de fondo se llevó a cabo a través de otro decreto, declaratoria o acto del Congreso de la Unión, sancionado por el Presidente de la República y refrendado por el Secretario de Gobernación, toda vez que, se insiste, se insiste, se trata de requisitos de fondo o esencia de Poder Reformador de nuestra Constitución Federal que, por razones de lógica elemental, deben constar en el acto mismo por el cual se da a conocer a la ciudadanía en general la respectiva enmienda constitucional.

En tales condiciones, al no cumplir los actos reclamados con esos requisitos de fondo y esencia, vulneran las garantías individuales de audiencia, de seguridad jurídica y de legalidad que los artículos 14 y 16 de nuestra Ley Suprema otorgan a los destinatarios de esos mismos actos reclamados, como la quejosa, desde el momento mismo en el que los actos dejan en completo estado de indefensión y en la incertidumbre jurídica para conocer si efectivamente esas enmiendas constitucionales deben acatarse por formar parte de la propia Ley Suprema, o si por el contrario, carecen de validez legal al no haberse hecho el cómputo y la declaratoria de la aprobación mayoritaria por parte de las legislaturas de los Estados de la República. A lo que debe agregarse, la violación de la garantía de legalidad, en virtud de que en los actos reclamados no consta que se hayan cumplido los mencionados requisitos previstos en el segundo párrafo del artículo 135 constitucional.

TERCERO. El Juez Tercero de Distrito en el Estado de Michoacán, con residencia en Morelia, a quien por razón de turno correspondió conocer del asunto, mediante proveído de trece de diciembre de dos mil siete, registró el asunto con el número 972/2007, y por diverso proveído del día veintiséis del mismo mes y año acordó lo siguiente:

a) Con fundamento en el artículo 145 de la Ley de Amparo, desechar la demanda respecto de **********, **********, **********, **********, ********** y **********, por no haber firmado ese escrito;

b) Bastaba con que hubiera comparecido en representación de la persona moral quejosa su Presidente, en virtud de que es quien tiene la atribución legal para actuar en su nombre; y

c) Desechar la demanda por notoriamente improcedente respecto de la persona moral quejosa, pero con apoyo esencialmente en los siguientes criterios:
“PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL. De acuerdo con el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, ya que lo encuentra en sí mismo; esto es, la función que realizan el Congreso de la Unión, al acordar las modificaciones, las Legislaturas Estatales al aprobarlas, y aquél o la Comisión Permanente al realizar el cómputo de votos de las Legislaturas Locales y, en su caso, la declaración de haber sido aprobadas las reformas constitucionales, no lo hacen en su carácter aislado de órganos ordinarios constituidos, sino en el extraordinario de Órgano Reformador de la Constitución, realizando una función de carácter exclusivamente constitucional, no equiparable a la de ninguno de los órdenes jurídicos parciales, constituyendo de esta manera una función soberana, no sujeta a ningún tipo de control externo, porque en la conformación compleja del órgano y en la atribución constitucional de su función, se encuentra su propia garantía.” (Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVI, Septiembre de 2002, Tesis: P./J. 39/2002, página: 1136).
“AMPARO CONTRA LEYES. NO COMPRENDE LA IMPUGNACIÓN DE LOS ARTÍCULOS QUE INTEGRAN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (ALCANCES DEL SUPUESTO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 103, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 1o., FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO). El juicio de amparo contra leyes no comprende la impugnación de los preceptos que integran la Constitución Federal, pues dicho juicio no es un mecanismo establecido por el Constituyente para cuestionar una norma constitucional, sino sólo las disposiciones legales secundarias que de ella emanan, así como los demás actos realizados por los propios Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, aserto que se corrobora con el contenido de los artículos 107, fracción VIII, de la Constitución Federal, 11 y 114, fracción I, de la Ley de Amparo. Lo anterior porque si bien es cierto que los artículos 103, fracción I, de la Constitución Federal y 1o., fracción I, de la Ley de Amparo, establecen la procedencia del juicio de amparo contra leyes, al disponer que los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen garantías individuales, también lo es que debe distinguirse entre las leyes que son resultado de la actuación de las autoridades constituidas dentro del margen de sus facultades constitucionales y aquellas de rango constitucional que provienen del Poder Constituyente o reformador de la Constitución como órgano complejo, integrado por el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, las primeras con base en los procedimientos y facultades contenidas en los artículos 71 a 73 de la Carta Magna y las segundas, conforme al procedimiento y las facultades conferidas al Órgano Revisor de la Ley Fundamental, por el artículo 135 de esta última. Esto es, en los citados artículos 103 y 1o., únicamente se consagra la procedencia del juicio de garantías en contra de leyes secundarias, entendidas como aquellas que resultan de la actuación del Congreso de la Unión, de las Legislaturas Locales y de los demás órganos constituidos encargados del ejercicio ordinario de la función legislativa y en contra de actos realizados por los propios Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.” (Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Tesis: P. CXV/2000 página: 101)

CUARTO. Inconforme con el proveído anterior, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, del cual correspondió conocer al Tercer Tribunal Colegiado del Decimoprimer Circuito, cuyo Presidente registró el asunto con el número de toca 41/2008.

QUINTO. En sesión privada del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, celebrada el treinta y uno de enero de dos mil ocho, el Ministro José Fernando Franco González Salas, solicitó del propio Tribunal se ejerciera la facultad de atracción prevista en el artículo 107, fracción VIII, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los recursos de revisión derivados de los juicios de amparo donde se hubiera reclamado el Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete.


Mediante oficio SSGA-A-XII-3700/2008, de ocho de febrero de dos mil ocho, el Subsecretario General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, comunicó a los Tribunales Colegiados de Circuito el acuerdo emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero del mismo año, para que se remitieran a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación los recursos de revisión derivados de juicios  de garantías  donde se hubiera reclamado el Decreto citado.


SEXTO. Una vez recabados los recursos de revisión respectivos, entre los cuales se encontraba el presente asunto, el nueve de julio de dos mil ocho, la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación dictó resolución en el expediente 4/2008-PL, relativo a la solicitud de ejercicio de facultad de atracción para conocer de los juicios de amparo en revisión en los que se hubiera reclamado el Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete, en el sentido de que era el caso de atraer la competencia para conocer del presente asunto, así como la de otros cuarenta más en los que se materializaba el mismo supuesto.

SÉPTIMO. Mediante proveído de quince de julio de dos mil siete, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación registró el asunto con el número 538/2008, admitió el recurso de revisión interpuesto y turnó el asunto al Ministro que por razón de turno correspondía formular el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO


PRIMERO. Competencia. El Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso b), párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción III, párrafo primero, y de la Ley de Amparo; y 10, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en virtud de que se interpuso en contra de un proveído dictado por un Juez de Distrito en un juicio de amparo en el que se reclamó la aprobación, promulgación y refrendo del Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados nidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil siete, aspecto que la Primera Sala de este Alto Tribunal consideró de interés y trascendencia al resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción número 4/2008-PL.


SEGUNDO. Oportunidad y legitimación. El recurso de revisión fue interpuesto oportunamente el quince de enero de dos mil ocho, ya que si el proveído recurrido fue hecho del conocimiento a la parte quejosa el veintiocho de diciembre de dos mil siete (fojas 148 del cuaderno de amparo) tal notificación surtió efectos el día hábil siguiente, y por tanto, el plazo previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo transcurrió del dos al quince de enero de dos mil ocho, conforme el siguiente calendario en el que aparecen sombreados los días inhábiles:

	Diciembre 2007

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	
	
	
	
	
	1

	2
	3
	4
	5
	6
	7
	8

	9
	10
	11
	12
	13
	14
	15

	16
	17
	18
	19
	20
	21
	22

	23
	24
	25
 
	26
	27
	28
	29

	30
	31
	
	
	
	
	


	Enero 2008

	Domingo
	Lunes
	Martes
	Miércoles
	Jueves
	Viernes
	Sábado

	
	
	1
	2
	3
	4
	5

	6
	7
	8
	9
	10
	11
	12

	13
	14
	15
	16
	17
	18
	19

	20
	21
	22
	23
	24
	25
	26

	27
	28
	29
	30
	31
	
	



Por otra parte, el recurso fue interpuesto por personas legitimadas para ello, ya que también fue firmado por el Presidente de la persona moral que suscribió la demanda, es decir, por **********, así como por su autorizado para oír notificaciones en los términos amplios del artículo 27 de la Ley de Amparo, licenciado ********** personalidad que le fue reconocida por el Juez de Distrito en su proveído de trece de diciembre de dos mil siete (fojas 130 del cuaderno de amparo).

TERCERO. Agravios. La parte quejosa formuló en síntesis lo siguientes agravios.

Primer agravio. Falta de fundamentación y motivación constitucional y legal a la limitación de la procedencia del juicio de amparo para cuestionar normas constitucionales.
De aceptarse el criterio del Juez de Distrito se llegaría a la conclusión enfáticamente rechazada por la doctrina constitucional mexicana, de que el órgano reformador o revisor de la Constitución no tiene límites y que, por lo tanto, cualquier reforma o adición que haga a la Constitución, inclusive suprimiendo garantías individuales, no puede ser impugnada por los gobernados a través del juicio de amparo, porque el órgano reformador o revisor fue formalmente instituido, a través de los artículos 133 y 135 de la Carta Magna y sus determinaciones, cualesquiera que éstas sean, incluyendo la de acabar dictando una nueva Constitución, son inatacables por los ciudadanos mexicanos y por las organizaciones de la sociedad civil mexicana, aunque las priven de sus garantías individuales.

Esta postura por las graves consecuencias que trae aparejadas para la subsistencia de los derechos fundamentales de la sociedad y de los individuos, no ha sido jamás aceptada por los más destacados especialistas del Derecho Constitucional Mexicano, reiteremos lo sostenido por Ignacio Burgoa: “Toda reforma a la Ley Fundamental debe tener un causa justa final que realmente responda a los imperativos sociales que reclamen, toda vez que sin esta legitimación cualquier modificación que se introduzca a la Constitución no viene a ser sino un mero subterfugio para encubrir, tras la apariencia de una forma jurídica, todo propósito espurio, antisocial y demagógico.”
Recordemos también la severa advertencia de Felipe Tena Ramírez contra la tendencia del Constituyente ordinario de persistir en la proliferación de reformas a la Ley Suprema: “Trátase, a lo que parece, de un política no planificada, que se deja ganar por las circunstancias para fines de utilización inmediata. El pensamiento va a la zaga de la acción. Se ha llegado así a un subjetivismo meramente político, que si acaso es eficaz para ciertas decisiones concretas, se convierte altamente peligroso cuando proyecta sus impactos en multiplicadas reformas a la Ley Suprema. El orden jurídico nacional está de por medio”.
No olvidemos tampoco lo sustentado por el mismo Tena Ramírez: “Con posterioridad a Emilio Rabasa, la doctrina constitucional mexicana ha seguido preferentemente el rumbo indicado por aquel autor. En nuestros días, los abogados Jorge Gaxiola, Guilebaldo Murillo y Luis Felipe Canudas, han sustentado entre nosotros la tesis de la incompetencia radical e inmanente del órgano revisor para modificar ciertos principios básicos de la Constitución.”
En tales condiciones, de aceptarse el criterio del Juez A quo de considerar válidas e inatacables cualesquiera reformas y adiciones a la Constitución Federal simplemente por el hecho de que el Constituyente Ordinario fue instituido como órgano sucesor directo del Constituyente Originario investido de atribuciones que le corresponde ejercer a este último, se toleraría que un subjetivismo meramente político se tradujera en multiplicadas reformas a la Ley Suprema que alterarían su esencia y afectaran cuestiones que solamente corresponden al Constituyente Originario como poder primigenio encarnado en la soberanía popular.

Cuestiones fundamentales y supremas como las garantías individuales, la forma de gobierno y la división de poderes que no pueden dejarse al arbitrio del Constituyente Ordinario porque se trastocaría todo el orden jurídico nacional.

En mérito de lo anterior, la demanda de amparo materia de la resolución que se recurre lejos de ser notoriamente improcedente, como lo sostiene el Juez A quo, plantea graves cuestiones de interés y trascendencia nacionales que deben ser valoradas y atendidas cuidadosamente en una sentencia de fondo y no mediante un simple auto de desechamiento basado en criterio rígidos que no corresponden a la nueva realidad social de México que reclama la intervención de la ciudadanía organizada en todas aquellas situaciones que ponen en peligro las libertades individuales, como en la especie lo es tratar de suprimir las garantías de libre manifestación de las ideas, del derecho de petición en materia política y de la libre asociación para participar pacíficamente en los asuntos políticos del país, bajo el pretexto de reformar o adicionar la parte orgánica de la Constitución Federal.

Al respecto, cabe afirmar de manera enfática, que si el juicio de amparo no es el medio de defensa idóneo para los derechos de los gobernados en este caso, entonces dicho juicio deja de ser lo que en esencia es y debe ser: un juicio protector de las garantías individuales de todos los gobernados. Por eso la importancia de dejar sin efectos la resolución recurrida y ordenar al Juez A quo que admita el amparo planteado por la quejosa, y que previo el análisis y valoración de los conceptos de violación que se hacen valer en la demanda respectiva, pronuncie la sentencia de fondo que en derecho corresponda.
Por otra parte, en lo que toca a la segunda postura asumida por el Juez A quo cabe señalar lo siguiente:

El Juez A quo considera que el juicio de amparo contra leyes se encuentra circunscrito a controlar la regularidad constitucional de las disposiciones legales secundaras que emanan de la Constitución Federal, así como los demás actos realizados por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, porque no es un mecanismo establecido por el Constituyente para cuestionar la propia Norma Constitucional.

Sobre este particular, debe tomarse en cuenta que el Juez A quo, de manera específica, le atribuye a la fracción I del artículo 103 constitucional alcances que dicho precepto no posee, puesto que en el mismo no se incluyen las consideraciones que el propio Juez A quo expresa para considerar notoriamente improcedente la demanda de garantías interpuesta por la quejosa.
En efecto, el texto literal del invocado precepto supremo se concreta a señalar que: “Artículo 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite: I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;”; y en concordancia con lo anterior, la fracción I del artículo 1° de la Ley de Amparo establece que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por leyes o actos de las autoridad que violen las garantías individuales.
Sin embargo, en ninguno de dichos preceptos se establece que la procedencia del juicio de amparo está limitada a leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales, siempre y cuando se trate de leyes o actos que provengan de disposiciones legales secundarias.
Dice un principio general de derecho que “donde la ley no distinga, no debemos distinguir”, lo que aplicado al presente caso significa que si la Constitución Federal y la Ley de Amparo establecen la procedencia del juicio de amparo contra cualquier ley o acto de autoridad que violen las garantías individuales, sin distinción alguna, no existe ningún argumento válido para aducir que dicha procedencia está limitada a la legislación federal secundaria y que no puede tocar normas constitucionales, ya que se trata de una distinción que no hace ningún legislador, ni constituyente ordinario.
En el presente caso el Juez A quo no aporta ningún fundamento constitucional, legal o doctrinario para sustentar su aseveración, a pesar de que en ninguna parte del artículo 103 de la Constitución Federal y de que en ninguna parte de la Ley de Amparo, aparecen las distinciones que él hace, puesto que los textos legales de referencia son perfectamente claros y específicos al señalar que el juicio de amparo procede contra cualquier ley o acto de autoridad que violen garantías individuales, sin entrar en distinciones en lo concerniente a si se trata de normas constitucionales o leyes federales secundarias.

El Juez A quo confunde lo que es el juicio protector de garantías individuales con una acción de inconstitucionalidad, puesto que sostiene en la resolución recurrida que el juicio de amparo contra leyes se encuentra circunscrito a controlar la regularidad constitucional de disposiciones legales secundarias, ignorando el hecho, por demás evidente, de que en ninguna parte del artículo 103 constitucional y 1° de la Ley de Amparo, se señala que el juicio de amparo proceda contra leyes o actos inconstitucionales, sino que dichos preceptos son perfectamente claros y tajantes al establecer que el juicio de amparo procede contra leyes o actos que violen las garantías individuales.

Por lo tanto, no es admisible la interpretación extensiva que lleva a cabo el Juez A quo, puesto que los textos expresos de los varias veces invocados artículo 103, fracción I, y 1°, fracción I, de la Ley de Amparo, no limitan en forma alguna la procedencia del juicio de aparo en contra de cualquier ley o acto de autoridad que violen las garantías individuales, y mucho menos disponen que el juicio de amparo se limite a controlar la regularidad constitucional de disposiciones legales secundarias.

Todo lo anterior demuestra de manera notoria que la resolución que se recurre carece de fundamentos constitucionales y legales, puesto que para justificar el desechamiento que se combate el Juez A quo le atribuye a los artículos 103 constitucional y 1° de la Ley de Amparo alcances y efectos que no poseen, puesto que pretende restringir la procedencia del juicio de amparo a la legislación federal secundaria, a pesar de que dichos preceptos constitucional y legal no contienen esa limitación.

Por consiguiente, es tiempo de que los juzgadores de amparo y en especial los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa reconozcan y admitan la posibilidad de que los gobernados se amparen en contra de enmiendas constitucionales violatorias de garantías individuales, ya que no existe limitación alguna al respecto en las varias veces invocada fracción I del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que consagra al juicio de amparo como el único medio de defensa legal contra leyes o actos de autoridad que violen garantías individuales, sin hacer distingo alguno en cuanto a si dichas violaciones se llevan a cabo a través de enmiendas constitucionales o a través de la legislación federal secundaria.

Por lo tanto, procede se deje sin efectos la resolución recurrida y se ordene al Juez A quo que admita la demanda de garantías interpuesta por la quejosa, que analice y valore los conceptos de violación que se formulan en dicha demanda de garantías y que, en su oportunidad, dicte la sentencia de fondo que en derecho proceda.

Segundo agravio. Justificación de la modificación de las tesis de jurisprudencia que sostienen que no procede el juicio de amparo contra modificaciones a la Constitución Federal.

La demanda de amparo promovida por la quejosa y desechada por el Juez A quo, plantea la imperiosa necesidad de revisar y de modificar las premisas con base en las cuales se ha afirmado, por muchos años, que no procede el juicio de amparo contra modificaciones al texto constitucional. Conforme a las tesis de jurisprudencia que prevalecen a la fecha, por graves que sean las violaciones a los derechos humanos elevados a rango constitucional y que se cometan en una reforma a la Constitución, el mexicano y las organizaciones de la sociedad civil mexicana, nada pueden hacer contra ella, quedando en completo estado de indefensión con notoria violación de la garantía individual de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.
Así, por ejemplo, si el órgano revisor de la Constitución, que es un poder constituido de existencia intermitente, decidiese, a través de una reforma constitucional, por ejemplo, desaparecer los demás poderes de la Unión, instalar una dictadura, cambiar la forma de gobierno o desaparecer el capítulo de garantías individuales, el gobernado no podría hacer nada contra ello.

Ante esa grave situación es imprescindible replantear el análisis de los valores y conceptos en torno a los derechos humanos,  garantías individuales, estado de derecho y en general, sobre los conceptos constitucionales fundamentales. En pleno estado de derecho la mejor protección que puede tener el ser humano en contra de la arbitrariedad es el derecho de acudir a la justicia constitucional para impugnar aquella reforma que restrinja o acabe con sus libertades.

Todo lo anterior justifica plenamente que la jurisprudencia que impera en esta materia sea sustituida por una nueva interpretación de observancia obligatoria para todos los tribunales y juzgados de la República, que reconozca a los gobernados el derecho inalienable de impugnar mediante el juicio de amparo cualquier reforma o adición a la parte orgánica de la Constitución Federal que viole las garantías individuales; ratificando, al mismo tiempo, la esencia, significado, valor histórico y trascendencia e importancia actual de nuestro juicio de amparo, no como una mera acción circunscrita a controlar la regularidad constitucional de las disposiciones legales secundarias, sino como un juicio protector de las garantías individuales de todo mexicano que puede hacerse valer, sin limitación alguna, en cualquier caso de violación de garantías, incluyendo de manera específica las leyes o actos del Constituyente ordinario (integrado por el Congreso de la Unión y por la mayoría de la legislaturas de los Estados) que al regular cualquier aspecto de la Carta Magna vulneren garantías individuales.
La imperiosa necesidad de modificar estas tesis de jurisprudencia y sustituirlas por una nueva tesis que responda a la demanda ciudadana de que el subjetivismo meramente político no sirva de pretexto para suprimir o menoscabar las garantías individuales, está apoyada además en las siguientes consideraciones.
La doctrina constitucional mexicana ha sostenido desde hace mucho tiempo que la reformabilidad de la Constitución General de A República es válida siempre y cuando las reformas y adiciones de que se trate no versen sobre los principios que componen la esencia o sustancia del orden jurídico establecido por la propia Constitución. Toda vez que de no ser así, bajo el pretexto de adicionar o reformar la Ley Fundamental se alteraría de manera irremisible el orden constitucional que nos rige y se violaría la voluntad, la letra y el espíritu del Soberano Congreso Constituyente de 1916-1917. Supremo legislador del Estado Mexicano y encarnación de la voluntad popular del país, que se consigna expresamente en los artículos 39 y 40 de la Carta Magna.

Dentro de este contexto, se ha sostenido de manera invariable que nuestra Constitución se divide en dos partes: la dogmática integrada precisamente por aquellos preceptos supremos que componen la esencia o sustancia del orden jurídico que nos rige y respecto de la cual existe uniformidad de criterio en cuanto a considerar que dicha parte dogmática está integrada por el capítulo de garantías individuales y por los derechos y prerrogativas ciudadanas contenidas en los artículos como el 31 y el 35 constitucionales, así como en lo tocante a la soberanía nacional y a la forma de gobierno a que se refieren los invocados artículos 39 y 40 de la misma Constitución; y la orgánica en la que se abordan cuestiones regulatorias que no inciden de manera determinante en los principios que integran la esencia o sustancia de nuestro orden jurídico nacional.

En concordancia con lo anterior, la doctrina sostiene que el Constituyente Ordinario integrado por el Congreso de la Unión y por la mayoría de las legislaturas de los Estados, puede reformar o adicionar la Constitución Federal en su parte orgánica, siempre y cuando con motivo de dichas reformas y adiciones no se vulneren los principios esenciales contenidos en la parte dogmática que se expresa a través del capítulo de garantías individuales, de los derechos y prerrogativas básicas de los ciudadanos mexicanos y de la soberanía nacional y de la forma de gobierno.
Inclusive por esta última razón, la doctrina es uniforme en considerar a dichas garantías individuales, prerrogativas ciudadanas y soberanía nacional y forma de gobierno, como la parte dogmática de nuestra Constitución, porque sus postulados deben respetarse, observarse y aplicarse como dogmas, es decir, como verdades absolutas que no admiten desacato alguno o desviación de cualquier tipo o naturaleza.

Por consiguiente, cuando se reforma o adiciona la parte orgánica de la Constitución por el Constituyente Ordinario en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 135 de la misma Constitución, las respectivas reformas o adiciones adquieren el carácter de Ley Suprema de la Unión en la medida en la que no contravengan o vulneren la parte dogmática, es decir, las garantías individuales consagradas en los primeros 29 artículos constitucionales, los derechos y prerrogativas básicas de los ciudadanos o gobernados contenidos en artículos como el 31 o el 35 de la propia Constitución y la soberanía nacional y la forma de gobierno establecidas en los numerales 39 y 40 de la Ley Suprema.

Esto último significa que toda reforma a la Ley Fundamental debe tener una causa justa final que realmente responda a los imperativos sociales que la reclamen, toda vez que sin esta legitimación, cualquier modificación que se introduzca a la Constitución no viene a ser sino “un mero subterfugio para encubrir, tras la apariencia de una forma jurídica, todo propósito espurio, antisocial o demagógico”, como atinadamente lo ha sostenido el distinguido constitucionalista Ignacio Burgoa Orihuela desde la primera edición de su obra El Juicio de Amparo, publicada en el año 1943.
Bajo esta tesitura, la parte dogmática de nuestra Constitución Política no puede ser vulnerada ni atacada mediante reformas o adiciones a la parte orgánica de la misma Constitución. Máxime cuando dichas reformas o adiciones al servir para volver texto constitucional determinadas conveniencias o propósitos de determinados sectores como los partidos políticos nacionales, bajo el pretexto de reformar la Constitución, en realidad atacan y desconocen, a través de simples preceptos regulatorios, las garantías individuales, los derechos ciudadanos fundamentales que la propia Constitución, por obra del Constituyente Originario y no del Ordinario, consagra precisamente como los principios que componen la esencia o sustancia del orden jurídico nacional establecido precisamente por el Constituyente Originario, en unión de la soberanía nacional y de la forma de gobierno.
En el mismo sentido se pronuncia otro distinguido tratadista mexicano, Felipe Tena Ramírez, que alarmado por lo que dio en llamar “periodo proliferante de reformas a la Ley Suprema”, ocurrido entre 1970 y 1976, afirma: ““Trátase, a lo que parece, de un política no planificada, que se deja ganar por las circunstancias para fines de utilización inmediata. El pensamiento va a la zaga de la acción. Se ha llegado así a un subjetivismo meramente político, que si acaso es eficaz para ciertas decisiones concretas, se convierte altamente peligroso cuando proyecta sus impactos en multiplicadas reformas a la Ley Suprema. El orden jurídico nacional está de por medio”.

El párrafo que se acaba de transcribir no tiene desperdicio alguno, puesto que claramente advierte sobre los riesgos que para el orden jurídico nacional representa el subjetivismo político para fines de utilización inmediata que se convierte en altamente peligroso cuando proyecta sus impactos en multiplicadas reformas a la Ley Suprema, en las que el pensamiento va a la zaga de la acción. Por eso, Tena Ramírez, refuerza su opinión con las tesis de otros destacados constitucionalistas al afirmar que: “Con posterioridad a Emilio Rabasa, la doctrina constitucional mexicana ha seguido preferentemente el rumbo indicado por aquel autor. En nuestros días, los abogados Jorge Gaxiola, Guilebaldo Murillo y Luis Felipe Canudas, han sustentado entre nosotros la tesis de la incompetencia radical e inmanente del órgano revisor para modificar ciertos principios básicos de la Constitución.”
Ahora bien, ¿qué pueden hacer los gobernados que se ven afectados por estas reformas constitucionales regulatorias que vulneran sus garantías individuales y sus prerrogativas fundamentales bajo el pretexto de adicionar la Ley Suprema, para obtener la protección de su esfera jurídica fundamental de garantías y derechos que devienen de los fundamentos mismos de nuestro sistema constitucional originario, tal y como el mismo fue concebido por los Constituyentes auténticos que dieron origen a nuestras Constituciones Federales de 1857 y 1917, causa y esencia del régimen jurídico que nos rige.
Esta cuestión es atinadamente resuelta por el citado tratadista Burgoa Orihuela al sostener que: “Por ello creemos que uno de los medios para hacer efectivo el principio de rigidez constitucional estribaría en dar injerencia a la Suprema Corte de Justicia en toda labor de reforma o adición constitucional cuya causación estuviere implicada en cuestiones o problemas de índole eminentemente jurídica, pues siendo dicho Alto organismo jurisdiccional el supremo intérprete de la Ley Fundamental, según se le ha reputado por la tradición y doctrina constitucionales, es evidente que sería el mejor habilitado y el más apto para juzgar la conveniencia, acierto y eficacia de toda enmienda aditiva o reformativa que se proponga a la Constitución.”.
Dentro de este contexto, resulta a todas luces evidente que la única forma, con estricta sujeción al sistema jurídico que nos rige, que tiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación para juzgar la conveniencia, acierto y eficacia de toda enmienda a la Constitución, es a través del juicio de amparo, ya que es de explorado derecho y de larga tradición jurídica que el Máximo Tribunal de la República al ser un órgano jurisdiccional ejerce sus funciones como supremo intérprete de la Ley Fundamental, mediante el conocimiento y la resolución de los juicios de amparo que inicialmente sean conocidos por los Jueces de Distrito y que bajo el régimen procesal conocido como el amparo bi-instancial son resueltos en segunda y definitiva instancia por la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Tan esto es así, que la fracción I del artículo 103 constitucional establece la procedencia del juicio de amparo no contra leyes o actos inconstitucionales, sino contra leyes o actos de cualquier autoridad que violen las garantías individuales. Dicho en otras palabras, el juicio de amparo antes de ser un mecanismo de control de la constitucionalidad, es un instrumento protector de las garantías individuales de los gobernados, cuya salvaguarda debe estar, a los ojos de los juzgadores de amparo, por encima de cualquier otra consideración.
Dentro del sistema de división de poderes que establece el artículo 49 de la Constitución Federal, corresponde al Congreso de la Unión la facultad de legislar, es decir, la potestad de discutir y aprobar las leyes que, en materia federal, deban regir en todo el territorio nacional. Dentro de este contexto, cuando el Congreso de la Unión en ejercicio de las facultades que le otorga el artículo 135 constitucional adiciona o reforma la propia Constitución Federal en unión de la mayoría de las legislaturas de los Estados de la República, además de erigirse en un Constituyente Ordinario que carece de atribuciones para modificar los principios que componen la esencia o sustancia del orden constitucional, expide el correspondiente decreto reformatorio con el carácter de ley que llega a ser parte de la misma Constitución.

En otras palabras, las reformas o adiciones a la Ley Suprema se expresan en leyes aprobadas por el Congreso de la Unión y por la mayoría de las legislaturas de los Estados.

Por consiguiente, cuando estas reformas o adiciones a la Ley Fundamental se contienen en leyes o decretos del Congreso de la Unión dirigidas al Presidente de la República, se está en presencia de leyes o actos de autoridad, independientemente de la jerarquía normativa que posean.

En tales condiciones, al tratarse de leyes o actos de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, quedan comprendidas dentro de la hipótesis normativa prevista en la fracción I del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que expresamente establece la procedencia del juicio de amparo respecto de toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales.

Por lo tanto, al constituir los actos reclamados en la demanda de garantías materia de la resolución que se combate mediante el presente recurso de revisión, una ley dirigida por el Congreso de la Unión al Presidente de la República en forma de decreto, (lo que corrobora que se trata precisamente de uno de los actos de autoridad a que se refiere el precepto supremo que se invoca en el párrafo inmediato anterior) se surte plenamente la hipótesis de procedencia del juicio de amparo indebidamente desechado, en atención a que, como se demuestra ampliamente a lo largo del capítulo de conceptos de violación de la respectiva demanda de garantías, la reforma constitucional en materia político electoral que se combate es precisamente violatoria de los artículos 1°, 6°, 8°, 9°, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con las prerrogativas ciudadanas de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, previstas en las fracciones I, II y III del artículo 35 de ese mismo Ordenamiento Supremo.
En virtud de todo lo anterior, se deberá dejar sin efectos la resolución recurrida y ordenarle al Juez A quo que debe admitir y resolver en cuanto al fondo la demanda de garantías, interpuesta por la quejosa, por estar enderezada en contra de una ley del Congreso de la Unión aprobada por la mayoría de las legislaturas de los Estados de la República, que bajo el pretexto de reformar o adicionar algunos preceptos regulatorios de la Constitución Federal, vulnera las garantías individuales y las prerrogativas ciudadanas anteriormente señaladas, surtiéndose así la hipótesis de procedencia prevista en la invocada fracción I del artículo 103 constitucional (la cual es literalmente recogida por la fracción I del artículo 1° de la Ley de Amparo) en atención a que se reitera, una vez más, que el juicio de amparo de acuerdo con su origen y regulación constitucional y legal es, antes que un juicio de inconstitucionalidad de determinadas leyes secundarias o actos de autoridad, el instrumento supremo y protector por excelencia de las garantías individuales, y por ende, de los derechos y prerrogativas ciudadanas.
A mayor abundamiento de lo anterior, la procedencia de la demanda de garantías, desechada de manera infundada por el Juez A quo, queda de manifiesto al existir en los propios actos reclamados una evidente contradicción entre la supresión de la libertad de expresión en materia político electoral que se efectúa mediante la adición de un penúltimo párrafo al apartado A del artículo 41 constitucional, y la afirmación que se hace en la propia garantía individual de la libertad de expresión al incorporar al artículo 6° constitucional el llamado derecho de réplica.

En tal virtud, si en una misma enmienda constitucional, el poder legislativo incurre en una abierta contradicción al reafirmar y mejorar una garantía individual y al suprimir, al mismo tiempo, esa misma garantía individual en una materia que forma parte fundamental de los derechos y prerrogativas ciudadanas como lo es la referente a la materia político electoral, mediante una simple adición a una norma orgánica o regulatoria, la procedencia del juicio de amparo como instrumento jurídico por excelencia que protege el libre e irrestricto ejercicio de las garantías individuales, queda de manifiesto, puesto que, tal como se señaló con anterioridad, bajo pretexto de una reforma orgánica no se pueden atacar las garantías individuales por constituir el origen de todo nuestro régimen constitucional.
En tales condiciones, cuando se vulneran las garantías individuales por cualquier ley o acto de autoridad, así se trate de una enmienda a la parte orgánica de la Constitución, el único remedio legal al que los gobernados pueden recurrir para reparar esa violación de garantías individuales, es única y exclusivamente el juicio de amparo, atinadamente denominado de garantías, ya que esa es la única forma en la que puede tener validez lo dispuesto en la varias veces invocada fracción I del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que claramente establece que los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen garantías individuales.

Con fundamento en lo hasta aquí expuesto se deberá dejar sin efectos la resolución recurrida, ordenando al Juez A quo que admita la demanda de garantías interpuesta por la quejosa y que dicte la resolución que en derecho proceda en cuanto al fondo de los conceptos de violación que se plantean en dicha demanda de garantías, habida cuenta de que los actos reclamados consisten, en esencia, en una ley, decreto o acto del Congreso de la Unión aprobado por la mayoría de las legislaturas de los Estados de la República que, independientemente de cuál pueda ser su jerarquía normativa, es violatorio de garantías individuales y prerrogativas ciudadanas, y además, incurre en la ya expresada contradicción constitucional de reafirmar un misma garantía individual que debe aplicarse de manera dogmática para, en la misma ley o acto de autoridad, suprimirla en una cuestión que atenta a las libertades fundamentales del ser humano como lo es la relativa a os derechos y las prerrogativas ciudadanas en materia político electoral; lo que basta para que se surta la varias veces mencionada hipótesis de procedencia prevista en la también varias veces invocada fracción I de artículo 103 de la Constitución Política que nos rige, en relación con la fracción I del artículo 1° de la Ley de Amparo, porque tal y como atinadamente lo afirma el destacado jurista Felipe Tena Ramírez, el orden jurídico nacional está de por medio.
Tercer Agravio. Necesidad de sujetar al control jurisdiccional el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución Federal.

En la demanda de garantías indebidamente rechazada por el Juez A quo, se combate también el hecho de que en el decreto del Congreso de la Unión que en uso de facultades que le confiere el artículo 135 de la Constitución General de la República y previa aprobación de la mayoría de las legislaturas de los Estados, declara reformados los artículos 6°, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; adicionando el artículo 134 y derogando un párrafo al artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no se da a conocer cuál fue “la mayoría” de las legislaturas de los Estados de la República que votaron a favor del propio decreto y cómo, cuándo y en qué forma se hizo el cómputo respectivo y la declaratoria correspondiente por el mismo Congreso de la Unión, toda vez que estas omisiones violan lo previsto en el segundo párrafo del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En su afán de aplicar sin variación alguna la jurisprudencia prevaleciente, el Juez A quo formula consideraciones y plantea situaciones que lindan con lo absurdo.

En efecto, el decreto reclamado es abiertamente violatorio, entre otras cuestiones, de lo que establece el segundo párrafo del artículo 135 de la Constitución General de la República, ya que en el mismo no se contiene el cómputo de los votos de las legislaturas de los Estados y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones y reformas a la propia Constitución.
A pesar de que sin el cumplimiento de dichos requisitos fundamentales ninguna enmienda constitucional pueda ser tenida como válida puesto que no puede tener validez una enmienda a la Constitución que no se ajusta al procedimiento que la misma Constitución establece para sus reformas o adiciones, el Juez A quo sostiene que esta actuación ilegal e indebida de parte del Congreso de la Unión al acordar las modificaciones, al realizar el cómputo de los votos de las legislaturas locales y la declaración de aprobación, no es ordinaria, y que atribuye al Congreso en su carácter de representante del pueblo y a las entidades federativas, constituyendo de esta manera una función soberana no sujeta a ningún tipo de control externo, porque en la conformación del órgano y en la atribución constitucional de su función encuentra su propia garantía.

Dentro de semejante contexto, los gobernados como parte integrante del pueblo, que se ven afectados por una reforma constitucional que no cumple con los requisitos que la misma Constitución fija para su reforma, no tienen ningún derecho de impugnar esa violación a la Ley Suprema ni a través del juicio de amparo ni mediante cualquier otra vía jurisdiccional, por la simple y sencilla razón de que el Congreso realiza una función soberana y porque en su conformación y en la atribución constitucional de su función se encuentra su propia garantía.

¿Pero qué sucede cuando esa supuesta función soberana y garantía supuestamente constitucional no se respeta en la práctica y se lleva a cabo una enmienda constitucional en contravención a lo que establece el artículo 135 de la Constitución Federal? Si se contesta esta simple pregunta en los términos de la resolución recurrida, resulta que los gobernados afectados por la propia enmienda constitucional, como parte del pueblo supuestamente representado por el Congreso de la Unión, quedan en completo estado de indefensión ante las consecuencias de esta “función soberana” y dentro de nuestro orden jurídico vigente no tienen a su alcance ningún medio de defensa legal.
De modo que si se mantiene en vigor la jurisprudencia aplicable en esta materia el Congreso de la Unión, en cualquier momento, puede modificar la Carta Magna en la forma que quiera y aprobar dicha modificación sin cumplir con ninguno de los requisitos que marca el artículo 135 constitucional, Así por ejemplo, podría aprobar la modificación por el voto de la mayoría y no por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes y podría recabar el voto favorable de la mayoría de las legislaturas de los Estados, ahorrándose en el camino, como sucede en el presente caso, el cómputo de los votos de las legislaturas locales y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas.  Sin embargo, los gobernados integrantes del pueblo afectados por la reforma o adición de que se trate, no pueden impugnar en ninguna forma el procedimiento seguido porque se trata de una supuesta función soberana que no está sujeta a ningún control externo.

De ahí la urgencia de nuevos criterios jurisprudenciales en esta materia, porque de mantenerse los invocados en la resolución recurrida, el poder del Congreso de la Unión va a ser ilimitado y le va a permitir suprimir las garantías individuales, modificar la forma de gobierno, suprimir la división de poderes y hasta negociar la soberanía nacional sin tomarse la molestia de seguir siquiera el procedimiento que marca el varias veces citado artículo 135 constitucional.
Al renunciar el Poder Judicial de la Federación al derecho de sujetar a controles jurisdiccionales las enmiendas constitucionales, como la que nos ocupa, que violan tanto garantías individuales como lo que establece el artículo 135 de la Ley Fundamental, está afectando la división de poderes que como principio esencial de todo nuestro orden constitucional consagra el artículo 49 de la propia Ley Suprema, al permitir que, de hecho, el Poder Legislativo se convierta en el poder supremo de toda la Unión, al facultarlo implícitamente para que rehaga la Constitución Federal sin limitación alguna y a su libre arbitrio y discreción, y para que, además, lo haga sin sujetarse siquiera a procedimiento que para tal efecto estableció el Constituyente Originario.

Un autor universalmente reconocido lo es Charles de Secondant, Barón de la Brede y de Montesquieu, en una obra que también constituye un clásico universal “El Espíritu de las Leyes”, sostuvo que cuando uno de los tres poderes en los que debe dividirse la función de gobierno en un estado democrático, adquiere una preeminencia sobre los otros dos, por cualquier motivo o circunstancia, el orden constitucional se pierde y nace en su lugar un estado despótico, es decir, una dictadura ya sea de legisladores y/o partidos políticos. 

En tal virtud, resulta indispensable que el Poder Judicial de la Federación reasuma su papel de máximo protector de las garantías individuales y de la división de Poderes ejerciendo el control jurisdiccional sobre estas leyes y actos del Congreso de la Unión que bajo el pretexto de reformar y adicionar la Constitución Federal, vulneran el régimen de garantías individuales y hasta el procedimiento que debe seguirse para la validez y obligatoriedad de las reformas y adiciones al Pacto Federal.
Todo lo anterior demuestra la imperiosa necesidad de que se dicte la resolución que corresponda dejando sin efectos la resolución materia del presente recurso de revisión, ordenando al Juez A quo que admita la demanda de garantías interpuesta por la quejosa y que, en su debida oportunidad, dicte la sentencia de fondo que en derecho proceda, analizando y valorando todos y cada uno de los conceptos de violación que de vierten en la propia demanda de garantías.

Al respecto es importante señalar que la demanda interpuesta por mi representada dista mucho de ser “notoriamente improcedente”, desde el momento mismo en el que como se ha demostrado ampliamente en los presentes agravios, plantea cuestiones que son de interés y trascendencia nacionales y que requieren de una profunda valoración que no pueden contenerse en un simple auto de desechamiento.

CUARTO. Materia de la revisión. Como consecuencia de lo señalado en el apartado anterior, la materia de la revisión se constriñe a determinar si la parte quejosa logra, con sus agravios, desvirtuar las razones por las que el Juez de Distrito desechó la demanda de amparo interpuesta en contra del Decreto publicado el trece de noviembre de dos mil siete en el Diario Oficial de la Federación, mediante el cual se reformaron los artículos 6°, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; se adicionó el artículo 134 y se derogó un párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es importante precisar que el análisis que se emprenderá en esta resolución tendrá que ver estrictamente con la admisibilildad de la demanda de amparo planteada ante el Juez de Distrito y no con el contenido material de algunos de los agravios planteados. Esto es, el recurrente acude a esta revisión a impugnar la resolución del juez de amparo mediante la cual fue desechada, por notoriamente improcedente, su demanda de garantías; en consecuencia, este Tribunal Pleno deberá analizar los agravios que combaten ese desechamiento a la luz de la procedencia del juicio de amparo. Para ello, será muy importante tomar en cuenta tres cuestiones importantes: 

1) ¿Es procedente un juicio de amparo en contra de alguna reforma constitucional? 

2) Si la respuesta anterior es afirmativa, ¿una demanda de amparo procede con respecto al contenido material de la reforma o sólo con respecto al procedimiento respectivo?

3) ¿Cuál es el sentido de admitir una demanda de amparo de estas características? 


QUINTO. Estudio del recurso. Para estar en condiciones de analizar el presente recurso, se estima necesario, en primer término, determinar qué argumentos habrán de ser analizados. Posteriormente, se abordará cada uno de los temas surgidos de cada uno de estos argumentos, con lo que se estructurará el presente considerando. 

Como se ha dicho, el Juez de Distrito desechó la demanda de amparo esencialmente porque a su juicio se actualizaba la causal de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con los numerales 103, fracción I, de la Constitución Federal y 1°, fracción I, y 11 de la referida ley de la materia. Con dicho fundamento, determinó lo siguiente: 

a) El juicio de amparo no es un mecanismo establecido para cuestionar de manera directa o indirecta una norma constitucional. 

b) Únicamente procede contra los actos del procedimiento legislativo ordinario, las leyes secundarias, y los actos realizados por los propios poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

c) No es jurídica ni materialmente posible desvincular los diferentes actos del procedimiento de reforma de los preceptos constitucionales modificados.

d) El procedimiento de reforma constitucional no puede ser considerado como un acto de autoridad, porque el Congreso de la Unión y las legislaturas locales en esos casos no actúan en su carácter de órganos ordinarios, sino como órgano reformador de la Constitución; y

e) La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el amparo es improcedente cuando se interpone en contra de una reforma constitucional, a través de las tesis: “CONSTITUCIÓN. REFORMA A LA. AMPARO IMPROCEDENTE” y “DEMANDA DE AMPARO CONTRA LAS REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. IMPROCEDENCIA DE LA”.

Por su parte, el recurrente adujo esencialmente en sus agravios los siguientes argumentos: 

a) Las garantías individuales, la forma de gobierno y la división de poderes son cuestiones que no pueden dejarse al arbitrio del constituyente ordinario, porque alterarían el orden jurídico nacional. Por ello, los planteamientos de la demanda deben ser analizados en una sentencia de fondo y no mediante un simple auto de desechamiento.

b) El artículo 103 constitucional establece que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por leyes o cualesquier tipo de actos de la autoridad que violen garantías individuales. De acuerdo con ese artículo, la procedencia del amparo no está limitada a leyes o actos que provengan de disposiciones legales secundarias.

c) Cuando se reforma o adiciona la parte orgánica de la Constitución por el constituyente ordinario, las respectivas reformas o adiciones adquieren el carácter de Ley Suprema de la Unión en la medida en que no contravengan la parte dogmática.

d) El constituyente ordinario expidió el decreto reformatorio impugnado con carácter de ley, es decir, las reformas o adiciones a la Constitución se expresan en leyes aprobadas por los referidos órganos. En consecuencia, si el acto impugnado es un decreto con carácter de ley que bajo el pretexto de reformar y adicionar algunos preceptos de la propia Constitución vulnera las garantías individuales, entonces se surte la hipótesis de la procedencia del juicio de amparo.

e) En la demanda de amparo se combatió el hecho de que en el decreto impugnado no se dio a conocer cuál fue la mayoría de las legislaturas de los Estados que aprobaron la reforma constitucional, ni cómo, cuándo y en qué forma se hizo el cómputo respectivo y la declaratoria de aprobación correspondiente; por ello, se violó el párrafo segundo del artículo 135 constitucional. Sin embargo —dice—, el Juez de Distrito sostuvo que la “actuación ilegal” del Congreso de la Unión no es susceptible de control por vía jurisdiccional, toda vez que al realizar el cómputo de los votos de las legislaturas locales y emitir la declaración de aprobación, no son funciones ordinarias, sino facultades de carácter constitucional que no admiten control externo.


En consecuencia, los argumentos que este Tribunal Pleno debe analizar son los siguientes: 


1) ¿Existe en la ley de amparo una norma que prohíba expresa o implícitamente la procedencia del juicio de amparo en contra de alguna reforma constitucional? 

2) ¿Cuál es el carácter del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

3) Si el poder reformador de la Constitución es limitado, ¿esa limitación implica que existen medios de control constitucional sobre los actos del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

4) Si el poder reformador de la Constitución no se identifica con el poder constituyente soberano e ilimitado del pueblo, entonces ¿puede ser considerado como una autoridad emisora de actos potencialmente violatorios de garantías individuales?

5) ¿En el caso concreto existe algún planteamiento relativo a la posible vulneración de garantías individuales relacionadas con el procedimiento de reforma?


Tema 1. ¿Existe en la Ley de Amparo una norma que prohíba expresa o implícitamente la procedencia del juicio de amparo en contra de alguna reforma constitucional?

El sistema de procedencia del amparo en México está compuesto por normas de carácter permisivo y otras de carácter prohibitivo. 

Las primeras se encuentran previstas en el artículo 103 constitucional y en el 1° de la Ley de Amparo que prácticamente reproduce el contenido de aquél; las segundas, por el artículo 73 de la misma ley. Así, el primero de los preceptos establece que los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías individuales; por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

Por su parte, el artículo 73 de la Ley de Amparo establece una lista importante de supuestos en los que no procede el juicio de garantías, tales como: actos de la Suprema Corte de Justicia; resoluciones dictadas en los juicios de amparo; actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso; leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso; resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral; resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o discrecionalmente; actos consumados de un modo irreparable; actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento; actos consentidos tácitamente; determinadas resoluciones judiciales o de tribunales administrativos o del trabajo; actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio; cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado; cuando subsistiendo el acto reclamado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo; y los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley.

En las normas aludidas no se encuentra de manera expresa ninguna permisión ni tampoco una prohibición con relación a la procedencia del amparo con respecto a una reforma constitucional. El Juez de Distrito construyó un argumento interpretativo de tipo sistemático, según el cual la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, que se refiere a “los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley”, lleva al intérprete a considerar  que entre “esos casos” se encuentran los supuestos establecidos en la fracción I del artículo 103 constitucional, así como en los artículos 1°, fracción I, y 11 de la Ley de Amparo. Los dos primeros establecen, en sentido positivo, la procedencia del amparo contra leyes o actos de la autoridad que violen garantías individuales; el último, define qué debe entenderse por “autoridad responsable” en el amparo: la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado. 

Del mero argumento sistemático no se puede concluir que el amparo no proceda contra una reforma constitucional, pues el acto reformatorio puede perfectamente ser entendido como un acto de autoridad en los términos planteados. Es decir, de la mera remisión de un precepto (la fracción XVIII del artículo 73) a los restantes, no se puede obtener un enunciado normativo que contenga la improcedencia del amparo en contra de una reforma constitucional. Por eso, el Juez de Distrito construye otro argumento interpretativo, esta vez del artículo 11 de la Ley de Amparo: el Congreso de la Unión y las legislaturas locales en casos como éste no actúan en su carácter de órganos ordinarios, sino como órgano reformador de la Constitución. De este modo, el Juez de Distrito entendió que el amparo es improcedente contra un acto reformatorio de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, habiendo, sin embargo, admitido que el decreto de reforma es un acto potencialmente violatorio de garantías individuales, pero negando que el Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución sea una autoridad para efectos del juicio de amparo. 

El énfasis argumental del Juez de Distrito se ubica, pues, en el concepto de autoridad responsable, esto es, en el ámbito de la competencia, y no el ámbito material relativo al contenido mismo del decreto reformatorio de la Constitución Federal.

Con lo dicho hasta aquí se puede contestar la pregunta que encabeza este sub-apartado: no existe una norma constitucional o legal que prohíba expresamente la procedencia de un juicio de amparo contra un decreto de reformas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Puede, en cambio, aceptarse que implícitamente existe esa prohibición mediante un argumento interpretativo; sin embargo, por esa misma vía, cabe también la posibilidad interpretativa de que implícitamente está permitida tal procedencia. 

Tema 2: ¿Cuál es el carácter del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

En la teoría constitucional contemporánea, se plantea una distinción entre poder constituyente y poder de reforma. Se dice que cuando no se reconocen límites de ningún tipo a la operación de reforma constitucional, entonces se está proclamando la identificación entre poder constituyente y poder de reforma. En cambio, cuando se entiende que la reforma tiene unas fronteras que de ningún modo puede sobrepasar el poder de reforma, lo que se está consagrando es la diferencia tajante entre poder constituyente y poder de revisión. Así, se admite que el poder de reforma es limitado y se corresponde con el principio jurídico de supremacía constitucional, mientras que el poder constituyente es ilimitado y se corresponde con el principio político de soberanía popular. 

Aceptando entonces que el poder reformador es un poder limitado, se identifican diversos tipos de límites, entre los que destacan los explícitos (o cláusulas de intangibilidad) e implícitos
. Los primeros, como su nombre lo indica, quedan establecidos en el propio texto constitucional y tienen un doble significado jurídico y político: jurídico, en tanto que se entiende que el texto constitucional está compuesto por dos clases de enunciados normativos: unos de mayor jerarquía que forman lo que se conoce como “supralegalidad constitucional” y otros de menor jerarquía; político, porque se supone que en el texto constitucional se funden en uno solo los conceptos de legitimidad y legalidad.   

Los límites implícitos, por el contrario, no se encuentran en el texto constitucional, sino que su existencia sólo puede ser deducida indirectamente, ya sea como una consecuencia lógica de los presupuestos en que descansa el sistema constitucional en su conjunto, o bien como correlato de ciertos significados contenidos en determinados preceptos de la Constitución. 

Estos límites implícitos se obtienen básicamente de la aceptación de dos principios fundamentales: la garantía de los derechos y el establecimiento de la división de poderes. A partir de tales principios se entiende que cualquier reforma atentatoria contra alguno de ellos tendría que interpretarse, necesariamente, no como una modificación del ordenamiento constitucional, sino como una auténtica destrucción del mismo
. 

No obstante lo anterior, la obtención racional de los límites implícitos no es un asunto apacible. Tradicionalmente, solían invocarse para ello los esquemas del iusnaturalismo racionalista que llegó a considerar, sin más, que los derechos naturales tenían un valor absoluto y, por tanto, inalcanzable por cualquier texto legal positivo. Por ello, se ha dicho que “[j]ustificar la existencia de límites implícitos a la reforma —en cuanto suponen el establecimiento de zonas exentas a las discusión política y al poder de revisión—, basándose en el carácter indiscutible y absoluto de los derechos, y en la naturaleza irrenunciable del principio de división de poderes, representaría sencillamente una operación sin fundamento. Puesto que, tanto los derechos fundamentales como la división de poderes han perdido su condición de dogmas, ni aquellos ni ésta podrán seguir concibiéndose como barreras infranqueables a la revisión constitucional”
. 

Así, se estima más conveniente apelar a los supuestos que, para la conciencia jurídica y política de nuestro tiempo, definen y legitiman ahora el concepto político de la Constitución. Tales principios son el de supremacía constitucional, de donde derivan los llamados límites implícitos formales y, el principio político de soberanía popular, del que emanan, en su conexión solidaria con el resto de los derechos fundamentales, los límites implícitos materiales. 

El principio jurídico de supremacía constitucional impone, entonces, el reconocimiento de unos límites implícitos formales que se centran básicamente en las propias normas reguladoras del procedimiento de reforma; por su parte, el principio político de soberanía popular condiciona la obligada aparición de unos límites implícitos materiales, cuya fundamentación y desarrollo han de ser deducidos, desde la lógica de la legitimidad, como correlato necesario de los valores materiales en los que se basa la idea del moderno Estado constitucional. 

Los límites implícitos formales resultan, en su proyección normativa, perfectamente delimitables en las disposiciones reguladoras del procedimiento de reforma. En cambio, los materiales son más difíciles de identificar en tanto que se corresponden con un número más o menos variable de contenidos que se suponen aceptados como base axiológica del Estado (la esencia de los derechos fundamentales, el principio democrático, la división de poderes, el poder constituyente del pueblo, entre otros).

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece límites explícitos o cláusulas de intangibilidad, pero sí implícitos. De éstos, al menos podemos identificar los formales que se contienen en el artículo 135 constitucional, referido al procedimiento de reforma: 

“Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados.

El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso, harán el cómputo de los votos de las Legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas”. 
 El artículo que acaba de ser transcrito viste de facultades al poder reformador de la Constitución; es el sustento constitucional que le da vida. Con lo dicho hasta aquí, es posible admitir que se trata de un poder limitado, pues no puede ser, sin más, identificado con el poder constituyente originario. Los límites que pueden ser inmediatamente identificados son, se ha dicho, de tipo formal, lo que se traduce en que cualquier reforma que del texto constitucional se intente ha de respetar estrictamente el procedimiento establecido. Los límites materiales del poder reformador tendrían que ser definidos por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en todo caso estarían relacionados con la garantía de los derechos y con la división de poderes.  

Tema 3: Si el poder reformador de la Constitución es limitado, ¿esa limitación implica que existen medios de control constitucional sobre los actos del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

Con respecto a este tema, existen dos precedentes paradigmáticos en esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que convienen traer a colación:  

1) Este Tribunal Pleno, al resolver el amparo en revisión 1334/98 el nueve de septiembre de mil novecientos noventa y nueve, entre otras cosas, admitió que cuando se impugna un proceso de reforma constitucional, lo que en realidad se pone en tela de juicio no es la Constitución misma, sino los actos que integran el procedimiento legislativo que culmina con su reforma. Por eso, se estimó que cabía la posibilidad de ejercer un medio de control constitucional en contra de esos actos, en el supuesto de que la autoridad jurisdiccional detectara que los protagonistas de los mismos no se ajustaron a las formas o esencias consagradas en la mecánica del procedimiento de reforma. 

Asimismo, se sostuvo que no podía impugnarse, mediante un juicio de amparo, el contenido de alguna disposición constitucional, pero que sí era posible dirigir una demanda de garantías en contra del procedimiento reformatorio.  En ese caso —se dijo—, el interés jurídico se identificaría con los efectos que produciría la vigencia del nuevo precepto constitucional que podrían producir un menoscabo en la esfera jurídica del gobernado.

El criterio anterior quedó reflejado en una tesis aislada, en los siguientes términos: 

“REFORMA CONSTITUCIONAL, AMPARO CONTRA SU PROCESO DE CREACIÓN. EL INTERÉS JURÍDICO DERIVA DE LA AFECTACIÓN QUE PRODUCE, EN LA ESFERA DE DERECHOS DEL QUEJOSO, EL CONTENIDO DE LOS PRECEPTOS MODIFICADOS. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia ha determinado que cuando se impugna el proceso de reforma constitucional no es la Carta Magna, sino los actos que integran el procedimiento legislativo que culmina con su reforma, lo que se pone en tela de juicio, por lo que pueden ser considerados como autoridades responsables quienes intervienen en dicho proceso, por emanar éste de un órgano constituido, debiendo ajustar su actuar a las formas o esencias consagradas en los ordenamientos correspondientes, conducta que puede ser controvertida mediante el juicio de amparo, por violación al principio de legalidad. Asimismo, estableció que la circunstancia de que aun cuando el proceso de reforma hubiese sido elevado a la categoría de norma suprema, tal situación no podría desconocer la eficacia protectora del juicio de amparo como medio de control constitucional, puesto que de ser así no habría forma de remediar el posible incumplimiento de las formalidades consagradas en el artículo 135 de la Carta Magna ni, por ende, podría restablecerse a los agraviados en los derechos que estiman violados, con lo que se autorizaría la transgresión a derechos fundamentales sin oportunidad defensiva. En consecuencia, si bien es cierto que el contenido del dispositivo constitucional resulta inimpugnable a través  de la demanda de garantías, siendo sólo atacable el proceso de reforma correspondiente, y el interés jurídico se identifica como la tutela que se regula bajo determinados preceptos legales, la cual autoriza al quejoso el ejercicio de los medios para lograr su defensa, así como la reparación del perjuicio que le irroga su desconocimiento o violación, debe concluirse que el interés jurídico para promover el juicio contra el proceso de reforma relativo debe derivar directamente de los efectos que produce la vigencia del nuevo precepto constitucional, pues son éstos los que producen un menoscabo en la esfera jurídica del gobernado
.

2) El seis de septiembre de dos mil dos, por mayoría de ocho votos, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Controversia Constitucional 82/2001, determinó en esencia que el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, porque “lo encuentra en sí mismo”. Se dijo que cuando las autoridades competentes llevan a cabo un procedimiento de reforma constitucional, actúan en su carácter extraordinario de Órgano Reformador de la Constitución, y que realizan una función de carácter “exclusivamente constitucional” que no es equiparable a la de ninguno de los órdenes jurídicos parciales; que no actúan, pues, en su carácter de “órganos ordinarios constituidos”. Con ello, se sostuvo que la función del Poder Reformador de la Constitución es soberana y que, obviamente, no puede estar sujeta a ningún tipo de control externo, “porque en la conformación compleja del órgano y en la atribución constitucional de su función, se encuentra su propia garantía”.
El criterio dio lugar a la siguiente tesis de jurisprudencia: 

“PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL. De acuerdo con el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el procedimiento de reformas y adiciones a la Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, ya que lo encuentra en sí mismo; esto es, la función que realizan el Congreso de la Unión, al acordar las modificaciones, las Legislaturas Estatales al aprobarlas, y aquél o la Comisión Permanente al realizar el cómputo de votos de las Legislaturas Locales y, en su caso, la declaración de haber sido aprobadas las reformas constitucionales, no lo hacen en su carácter aislado de órganos ordinarios constituidos, sino en el extraordinario de Órgano Reformador de la Constitución, realizando una función de carácter exclusivamente constitucional, no equiparable a la de ninguno de los órdenes jurídicos parciales, constituyendo de esta manera una función soberana, no sujeta a ningún tipo de control externo, porque en la conformación compleja del órgano y en la atribución constitucional de su función, se encuentra su propia garantía”
.

Este Tribunal Pleno estima que los dos precedentes citados sugieren interesantes puntos de vista con respecto a la naturaleza del Poder Reformador de la Constitución: por un lado, se reconoce que el referido poder no puede ser ilimitado, al menos en lo que se refiere al ejercicio de las facultades constitucionales relativas al procedimiento de reforma; por otro, se llega a sostener que se trata de un poder ilimitado soberano. 

Más allá de la polémica que puede suscitarse con respecto a cuál criterio debe prevalecer u obligar al presente Tribunal Pleno, es conveniente esgrimir razones justificativas que soporten la decisión relativa al tipo de poder del constituyente permanente. Esto es, resulta más productivo y racional estudiar el fondo del tema que la obligatoriedad de los criterios anteriores mediante razones relacionadas con el carácter “aislado” o “jurisprudencial” de aquéllos, o relacionados con la posterioridad o anterioridad de los pronunciamientos.  

De este modo, y a partir de lo que se ha venido sosteniendo a lo largo de este considerando, este Tribunal Pleno considera que no se puede identificar el Poder Reformador con el Poder Constituyente, porque entonces queda en entredicho el principio jurídico de supremacía constitucional, dando prevalencia al principio político de soberanía popular. Con ello, se produce una confusión que en nada beneficia al Estado Constitucional, pues tales principios pueden coexistir siempre que se asocien adecuadamente con los momentos históricos y con el tipo de ejercicio de que se trate.

En efecto, el Poder Constituyente, soberano, ilimitado del pueblo, no puede quedar encerrado dentro del ordenamiento constitucional. La historia ha demostrado que todos los intentos de organización  jurídica del poder constituyente, en el mejor de los casos, han servido sólo para privar al pueblo de sus facultades soberanas, a favor de otras instancias u otros órganos estatales
. Por ello, se considera que ese poder ilimitado se ejerce, de acuerdo con su propia naturaleza, como fuerza externa al sistema; siempre y en todo momento podrá reformar la Constitución existente o la de establecer una nueva, pero su actuación no podrá explicarse en términos jurídicos, sino por las vías de hecho, esto es, mediante un proceso revolucionario
. 

En cambio, ningún poder constituido puede extraerse de la órbita en que la Constitución sitúa su esfera de competencias. Por ello es que resulta inaceptable la pretensión de convertir al poder constituyente en el poder de reforma —ordenado y regulado en la Constitución— como la aspiración contraria de hacer del poder de revisión un auténtico y soberano poder constituyente.

Ya se dijo que el poder de reforma es un poder regulado y ordenado en el texto constitucional, pues es en él donde se basa su competencia. Aun cuando se acepte que la competencia para reformar la Constitución no es una competencia normal, sino una facultad extraordinaria —como lo ha dicho este Tribunal Pleno— o, si se quiere, una “competencia de competencias”, ello no implica (o no puede implicar) que se identifique, sin más, la facultad extraordinaria con el poder soberano. Claramente se trata de conceptos que no son idénticos, pues el poder de revisión nunca podrá tener otro fundamento que no sea la propia Constitución; en cambio, el Poder Constituyente, como poder soberano, es previo e independiente del ordenamiento. 

En suma: las posibilidades de actuación del Poder Reformador de la Constitución son solamente las que el ordenamiento constitucional le confiere. Asimismo, lo son sus posibilidades materiales en la modificación de los contenidos de la Constitución. Esto último, porque el poder de reforma que tiene la competencia para modificar la Constitución, pero no para destruirla
. 

Por lo anterior, es claro que solamente considerando al Poder Reformador como un poder constituido y limitado, la estructura de la organización constitucional democrática mantiene su coherencia y cobra sentido el principio jurídico de supremacía constitucional, ya que así ningún poder organizado y regulado por la Constitución puede ubicarse encima de ella. Sólo de este modo puede hablarse propiamente de una capacidad de la norma fundamental para controlar sus propios procesos de transformación. Con ello, la Constitución se presenta como auténtica lex superior y la reforma constitucional puede interpretarse como una verdadera operación jurídica.

Esta caracterización del Poder Reformador es perfectamente compatible con la idea de un Poder Constituyente que permanece con toda su fuerza junto con el primero. Esa fuerza, sin embargo, es externa al sistema constitucional y su posible actuación no puede ser explicada en términos jurídicos, sino de otro tipo. Recuérdese que el principio sobre el que se sostiene este poder es un principio de carácter político: el de soberanía popular.
Con lo dicho hasta aquí, se está en condiciones de concluir que, si el Poder Reformador es un poder limitado y sujeto necesariamente a las normas de competencia establecidas en el texto constitucional, entonces es jurídica y constitucionalmente posible admitir que un Estado Constitucional debe prever medios de control sobre aquéllos actos reformatorios que se aparten de las reglas constitucionales. Es decir, cabe la posibilidad de ejercer medios de control constitucional en contra de la posible violación a las normas del procedimiento reformatorio. 

En el caso mexicano ¿cuáles serían estos límites? Indudablemente, en el caso de los individuos, el juicio de amparo y en el caso de los poderes del Estado, la Controversia Constitucional
. Los tribunales competentes de dichos medios de control, con la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la cabeza, están facultados constitucionalmente para ejercer ese control sobre los procedimientos de reforma que puedan poner eventualmente en entredicho los valores antes mencionados. 

Tema 4: Si el poder reformador de la Constitución no se identifica con el poder constituyente soberano e ilimitado del pueblo, entonces ¿puede ser considerado como una autoridad emisora de actos potencialmente violatorios de garantías individuales?

A partir de todo lo dicho hasta este momento, es posible construir el siguiente argumento: 

1) De la mera remisión de la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, a los artículos 103 constitucional y 1°, fracción I, de la misma Ley de Amparo, no es posible obtener un enunciado normativo que contenga la procedencia o la improcedencia del amparo en contra de una reforma constitucional. 

2) El Poder Reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  está limitado, en principio, por las normas del procedimiento de reforma establecidas en el artículo 135 constitucional. 

3) El medio de control por antonomasia para proteger al individuo contra las posibles violaciones a las garantías individuales es el juicio de amparo.  

4) El Artículo 11 de la Ley de Amparo define quiénes son autoridades responsables en el juicio de amparo, a saber: las que dictan, promulgan, publican, ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar la ley o el acto reclamado. 

5) El Congreso de la Unión y las legislaturas locales, cuando actúan en su carácter de Poder Reformador (limitado) de la Constitución, deben respetar las normas del procedimiento de reforma contenidas en el artículo 135 constitucional.  

6) Es posible que el Poder Reformador de la Constitución emita actos apegados al procedimiento constitucional de reforma y también es posible que los emita con desapego a tal procedimiento. 

Por lo tanto, 

7) Es posible considerar al Poder Reformador de la Constitución como autoridad responsable en el juicio de amparo, siempre que se impugnen presuntas violaciones al procedimiento de reforma constitucional.  

A partir de este argumento, es conveniente determinar si existe una relación entre la violación al procedimiento de reforma y la vulneración de las garantías individuales. Si en el caso de que se trate, el Poder Reformador de la Constitución modificó el contenido de alguna de estas garantías, entonces la respuesta no puede ser más que afirmativa, pues es claro que si se altera el texto constitucional en esos rubros, el titular de las garantías tiene todo el derecho de alegar ante los tribunales su inconformidad con dicha alteración, ya que la transformación del contenido de los derechos fundamentales no es un asunto trivial. El Estado, en consecuencia, tiene el deber de vigilar, vía jurisdiccional, que la referida transformación, al menos, se haya llevado a cabo con apego a las normas procedimentales.  

Tema 5: ¿En el caso concreto existe algún planteamiento relativo a la posible vulneración de garantías individuales relacionadas con el procedimiento de reforma?

Resta sólo por determinar si en el caso concreto, existieron alegatos referidos a la presunta violación de reglas procedimentales. La respuesta es afirmativa, ya que la parte recurrente, entre otros argumentos, señaló que en su demanda de amparo combatió el hecho de que en el Decreto publicado el trece de noviembre de dos mil siete en el Diario Oficial de la Federación, en su concepto, no se ajustó a las prescripciones legales que regulan el proceso de reformas a la Constitución.
De este modo, por un lado, queda demostrado que existió un planteamiento referido a los posibles vicios en el procedimiento de reforma y, por otro lado, de acuerdo con lo dicho a lo largo del presente considerando, queda superado el argumento del Juez de Distrito según el cual el Congreso de la Unión y las legislaturas locales no pueden ser consideradas como autoridades responsables en el juicio de amparo.

En las relacionadas condiciones, lo procedente es declarar fundado el agravio analizado y, en consecuencia, revocar el acuerdo recurrido. 

La consecuencia de este pronunciamiento será entonces que el Juez de Distrito del conocimiento dicte otro acuerdo mediante el cual, de no existir diverso motivo manifiesto e indudable de improcedencia y cumpliéndose los requisitos contenidos en el artículo 116 de la Ley de Amparo, admita la demanda de garantías. 

Por lo expuesto y fundado,

S E   R E S U E L V E :

ÚNICO. En la materia de la revisión, se revoca el acuerdo recurrido para los efectos precisados en el último considerando de este fallo.

Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos al Juzgado de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

Así resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de seis votos de los señores Ministros: Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia; los Ministros Luna Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo y Valls Hernández votaron en contra y se reservaron su derecho para formular votos particulares. 

No asistió a la sesión el Ministro Azuela Güitrón, al estar disfrutando de vacaciones por haber integrado la Comisión de Receso del Primer Periodo de Sesiones del año en curso.

Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Ministro ponente y el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

MINISTRO GUILLERMO I. ORTIZ MAYAGOITIA

PONENTE

MINISTRO JUAN SILVA MEZA 
SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LIC. JOSÉ JAVIER AGUILAR DOMÍNGUEZ

Esta hoja corresponde a la última de la sentencia relativa al amparo en revisión 538/2008, promovido por el **********. Fallado en sesión del día dos de octubre de dos mil ocho, en el sentido siguiente: “ÚNICO. En la materia de la revisión, se revoca el acuerdo recurrido para los efectos precisados en el último considerando de este fallo.” Conste.
� “Circular 29/2007. En cumplimiento a lo ordenado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión ordinaria celebrada el día de hoy, informo a Usted que esta Cuerpo Colegiado acordó declarar como día no laborable para las áreas administrativas del propio Consejo, para los órganos auxiliares, así como para los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral, el martes veinticinco de diciembre del año en curso, por lo que es esa fecha no correrán los términos de ley.--- Se dispuso comunicar la medida adoptada a los titulares de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, haciéndoles la aclaración de que en los juzgados que se encuentran de Turno y en aquellas entidades donde únicamente exista un tribunal unitario de Circuito no se podrán suspender la labores para la atención de casos urgentes; en la inteligencia de que en el lugar en donde existan dos o más tribunales unitarios de Circuito, los titulares de los mismos deberán acordar cuál de ellos estará de guardia, para los mencionados efectos.--- Sin otro particular, reitero a Usted la seguridad de mi atenta y distinguida consideración.--- México, D.F. a 21 de noviembre de 2007.---El Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. (rúbrica) Licenciado Gonzalo Moctezuma Barragán.”


� También se habla de límites autónomos y heterónomos, y abstractos y relativos, entre otras clasificaciones. Para los efectos de la presente resolución, sólo se tomarán en cuenta los señalados. Véase, La Reforma Constitucional y el Poder Constituyente, cit., pp. 240 y ss.    


� Así lo sostiene Arnoult, citado por Pedro de Vega, en La Reforma Constitucional y el Poder Constituyente, cit., p. 268.   


� Pedro de Vega, en La Reforma Constitucional y el Poder Constituyente, cit., p. 273.   


� Tesis P. LXII/99, emitida por el Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo X, septiembre de 1999, página 11. Amparo en revisión 1334/98. Manuel Camacho Solís. 9 de septiembre de 1999. Once votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Humberto Suárez Camacho.











� Jurisprudencia P./J. 39/2002, emitida por el Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XVI, septiembre de 2002, página 1136. Controversia constitucional 82/2001. Ayuntamiento de San Pedro Quiatoní, Estado de Oaxaca. 6 de septiembre de 2002. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón y Juan N. Silva Meza. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Pedro Alberto Nava Malagón y Eva Laura García Velasco. 


Conviene señalar que en el voto de minoría formulado por los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Juan N. Silva Meza, en relación con el recurso de reclamación 361/2004-PL, derivado de la controversia constitucional 104/2004, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el día dos de marzo de dos mil cinco, sostuvimos que no compartíamos las razones del Tribunal Pleno reflejadas en esta jurisprudencia. Asimismo, dijimos que en la fecha en que se resolvieron las controversias de las que derivan la tesis citada, la Suprema Corte de Justicia aún funcionaba con la integración original posterior a las reformas de diciembre de 1994 y, por tanto, el Ministro José Ramón Cossío Díaz no formaba parte de la integración de este Alto Tribunal.








� Así lo sostiene, por ejemplo, Pedro de Vega, en La reforma Constitucional… cit., p. 235. 


� Ibidem., pp. 238-239. Incluso, hay quienes como Sieyés, ha sostenido que el poder constituyente es “un poder independiente de toda forma constitucional…que puede querer como desee…al margen de todo derecho positivo…”. Citado por Pedro de Vega, Ibidem, p. 237.





� Es ya clásica la afirmación de Marbury, según la cual: “the power to amend the Constitution was not intended to incluye the power to destroy it”. Anota Pedro de Vega: “La explicación [de que el poder reformador es limitado] es muy simple, y se basa en un viejo argumento empleado ya por Vattel en su Derecho de Gentes. Si el título y la autoridad del poder de reforma descansa en la Constitución, ¿podría ese poder destruir aquellos supuestos constitucionales que constituyen su propio fundamento y razón de ser? Nada tiene de particular, por lo tanto, que mientras el poder constituyente se presenta como un poder, por definición, absoluto e ilimitado, la doctrina más consciente entienda que el poder de reforma es, en esencia, en cuanto al poder constituido, un poder limitado. Sus posibilidades materiales de actuación terminan donde la modificación constitucional implique la destrucción de su legitimidad como poder de revisión”. Ibidem., p. 237.





� En el voto de minoría relativo al recurso de reclamación 361/2004-PL, derivado de la controversia constitucional 104/2004, se expusieron diversas razones por las que se considera que los procedimientos de reforma constitucional sí admiten un medio de control: la Controversia Constitucional.  
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